Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 14 minutos) 
Estamos recibiendo a una delegación de docentes destituidos de ANEP que quieren hacer un planteo ante esta Comisión. 


SEÑOR BERRO.- Agradecemos a los integrantes de la Comisión por recibirnos nuevamente; esta es la tercera vez que solicitamos 
audiencia y que hablamos con ustedes. Ya lleva largos años este trámite y sigue sin una solución que reside en la justa reparación 
que estamos reclamando. Nuestros derechos como funcionarios destituidos por la dictadura desde 1985 emanan al ser estos 
reconocidos por las primeras leyes reparatorias que culminaron con la aprobación de la llamada ley de funcionarios destituidos, N* 
15.783 en noviembre de 1985. Después, nuestros derechos como docentes destituidos se concretaron en un reclamo en el año 
1992 cuando se elaboró una nueva ley, la N* 16.320, que recogió nuestra aspiración a esa reparación. ¿Por qué? Porque en el año 
de la primera ley de destituidos se obtuvo una clara reparación por parte de los docentes que habían optado por su jubilación con 
aquel régimen especialmente beneficiado que había dispuesto la ley. Pero, se dispuso otra reparación para quienes optaron por 
continuar en el desempeño de su actividad docente con la expectativa de una plena recomposición de su carrera que, en realidad, 
nunca se efectuó. Por eso, nuestros derechos se vuelven a plantear en ese reclamo que fue establecido por el artículo 423 de la 
referida ley del año 1992. 


Sin embargo, esa instancia tampoco sirvió para acceder a la reparación, porque esa ley fue derogada por plebiscito en el año 1994. 
En 1997, nuevamente hubo una ley que contó con la iniciativa del Poder Ejecutivo y restablecía el derecho a reclamar en los 
mismos términos. Amparados por esa Ley N*16.824, se reinició el camino. 


Nosotros accedimos por primera vez a esta Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado cuando, una vez 
aprobada la ley por la Cámara de Representantes, fuimos recibidos y, desde ese momento, esperamos su consideración por el 
Plenario. En la sesión en que figuraba en el orden del día fue quitada ante un pedido del Directorio del Banco de Previsión Social 
que solicitó ser recibido por la Comisión para argumentar con respecto al contenido de lo que era en ese entonces el proyecto de 


ley. 


Por supuesto que nosotros presentamos argumentos en contra de ese informe elaborado por el Directorio del Banco de Previsión 
Social y dejado a consideración de esta Comisión, pero no sucedió nada. El proyecto de ley estuvo casi dos años a estudio de esta 
Comisión hasta que a fines del año 2002 fuimos recibidos por segunda vez, reconociendo que había existido una larga tramitación 
y que el tema no había sido debidamente considerado. Recordamos perfectamente que hubo expresiones de consideración y de 
disculpas hacia nosotros por la demora y luego de casi dos años fue aprobado por el Plenario en el Senado. Ya sabemos que 
enseguida fue vetado por el Poder Ejecutivo y en febrero la Asamblea General levantó el veto. 


Nosotros pensamos que ahí terminaba el largo camino que había marcado este pedido de reparación. Por otra parte, todos los 
Partidos políticos representados en el Parlamento siempre consideraron que era justo el planteo de fondo que establecía la 
reparación para los destituidos. Nunca fue cuestionado en ese sentido, pero en la última Legislatura se dio la oposición únicamente 
por formalidades que tenían que ver con la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Pero, aparte de eso, siempre hemos tenido la expresión de todos los Legisladores con los cuales hemos hablado, en el sentido de 
que el plan de reparación era justo. Pues bien, tenemos la Ley N* 17.620, aprobada en febrero del año 2003 y, sin embargo, 
todavía no hemos accedido a lo que nosotros consideramos es una justa reparación. Esto significa acceder a una reparación en 
términos igualitarios con respecto a todos los destituidos cuya situación fue perfectamente contemplada por la ley, respetándose la 
voluntad del Legislador que quedó claramente plasmada en ella. 


¿Por qué seguimos esperando? Tuvimos que esperar de febrero a junio para que el Directorio del Banco de Previsión Social 
instrumentara la aplicación de la ley. Cuando tomó una resolución en ese sentido, estaba incluyéndose en ella un requisito 
totalmente violatorio, nada menos que del artículo 1% de la Ley de Destituidos, pretendiéndose excluir a todos los que habían sido 
jubilados por la dictadura —se trataba de, prácticamente, la mayoría de los destituidos- cuando expresamente dicho artículo 
establece que los jubilados compulsivamente estaban amparados en los beneficios de la ley. 


Después de que nosotros presentáramos todos los fundamentos para que se revirtiera esa posición del Directorio, pasaron cuatro 
meses para que la Sala de Abogados nos diera un pleno respaldo a nuestros argumentos. Entonces, el Directorio tuvo que 
reconsiderar su medida, que quedó excluida de esa resolución. 


Esa instancia era justa porque era absurdo que se violara la ley hasta ese extremo, pero otra vez costó meses de espera porque 
recién el 23 de diciembre -es decir, a diez meses de que se aprobara la ley- se reconoció este error, pero con la consecuencia de 
que hasta ese momento no había sido reformada ninguna cédula ni ninguna jubilación había sido concedida al amparo de la Ley N* 
17.620. 


Ahora sí, en diciembre pasado pensamos que ya no había ninguna traba para acceder a la reparación y, sin embargo, 
insólitamente, en los primeros meses de este año el Banco de Previsión Social, no por resolución de su Directorio sino, 
presumiblemente, de su Gerencia General, cambió el procedimiento de cálculo de la asignación del monto jubilatorio. Como 
ustedes recordarán, el procedimiento fijado por la Ley de Destituidos para asignar las jubilaciones con el régimen beneficiado fue 
establecido expresamente por el artículo 18 de la Ley N* 17.620. 


Pues bien, concretamente nos enteramos de esto cuando muchos docentes destituidos de Enseñanza Primaria se enteran de que 
sus expedientes son enviados por segunda vez al Consejo de Primaria. La primera vez era lógico, porque de cada ente 
desconcentrado se tenía que enviar al Banco de Previsión Social la información de los sueldos correspondientes a marzo de 1985, 
tal como establece el artículo 18 de la Ley. Ahora bien, yendo a Primaria para ver por qué los expedientes habían sido enviados por 


segunda vez, nos enteramos de la existencia de un comunicado —que leímos- que el Banco de Previsión Social había remitido a 
Primaria diciéndole que no podía informar más agregando los años de destitución. Me explico: concretamente decía que no podía 
informar con respecto a los sueldos y a la recomposición de la carrera. 


El Banco de Previsión Social —igual que lo hizo el CODICEN en su momento, tal como se había zanjado por la ley- consideraba que 
la recomposición de la carrera consistía simplemente en que la persona volviera al cargo y se le reconocieran los años de 
destitución. Pues bien; el Banco de Previsión Social reconociendo eso, pero aplicando la ley de distinta forma —y lo voy a mostrar 
enseguida- pide a Primaria —que había empezado ya a informar de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 y teniendo en 
cuenta, como es lógico, lo que establece el artículo 16, es decir, computándose los años no trabajados como trabajados- que ya no 
compute los años de destitución. Ya habían salido a esa altura varias decenas de casos bien calculados, tal como estimamos —y 
todos estiman- que debe aplicarse el artículo 18 de la Ley de Destituidos. Sin embargo, a partir de ese comunicado, todo cambia y 
se comienza, en primer lugar, con otra demora ya que no sale ningún trámite hasta que, al final, empiezan a salir, lógicamente, con 
una rebaja en la asignación jubilatoria. ¿Por qué? Porque se empieza a tomar como base para el cálculo de la asignación el sueldo 
al momento de la destitución, es decir, sin agregar el tiempo de destitución. 


Para nosotros esto significa un verdadero despojo, además de ser otra vez violatorio de la propia Ley de Destituidos. Se nos 
argumentó en algún momento que la Ley N* 17.620 sólo hace referencia al artículo 18, a lo que nosotros respondemos que el 
artículo 16 inicia el régimen jubilatorio y todos sabemos que debe haber una armonía entre las disposiciones de una ley, más aun 
cuando están dentro de un mismo Capítulo. Precisamente, el artículo 16 establece claramente que se computará como 
efectivamente trabajado el período de destitución, mientras que el artículo 18, por su parte, establece el procedimiento que 
asignará el 125% sobre los haberes computados. 


Esa es la situación que se planteó en ese momento. Por supuesto que hemos presentado un reclamo fundamentado, en primer 
lugar, con nuestras consideraciones como docentes y con el análisis de nuestro asesor —que es el asesor jurídico de los sindicatos 
de docentes de Enseñanza Secundaria- el doctor Daniel Parrilla, quien ya ha sido escuchado otras veces en el seno de esta 
Comisión. 


En este momento vemos que peligra otra vez la aplicación de la ley y que, insólitamente, se la aplica de dos modos distintos. En el 
año 1986, cuando se aprueba la ley, una cantidad importante de docentes opta por la jubilación y se les calcula la asignación 
mensual tal como establece la Ley de Destituidos en su articulado, es decir, con el procedimiento establecido en el artículo 18, pero 
teniendo en cuenta todo lo que corresponde atender. En el marco de la Ley N* 17.620 salen unas decenas de reformas de cédulas 
jubilatorias calculadas con el mismo concepto, tal como se había procedido con los que habían optado por la jubilación en el año 
1986. Debemos agregar que también hemos estado en contacto con otros sectores de funcionarios públicos que accedieron al 
mismo beneficio en distintas instancias como, por ejemplo, los funcionarios destituidos de ANCAP y de los frigoríficos del Estado, y 
a todos se les aplicó la ley como corresponde. 


Ahora no se quiere atender el artículo 16 y no se quiere computar el período de destitución. Pensamos que en la última Legislatura 
sólo hubo una oposición formal a este procedimiento y que todos los Legisladores coinciden en que el criterio igualitario debe ser el 
que presida toda reparación. Estarán de acuerdo con nosotros —estamos seguros- en que no puede aplicarse una ley en un mismo 
período de reparación y en el mismo sentido de un modo y de otro a la vez. Pues bien; el Banco de Previsión Social dice que sí y 
nos responde genéricamente sin hacer alusión concreta a nuestro reclamo y sin tener en cuenta que siempre se aplicó así. 


Nosotros presentamos pruebas, incluso formalmente un escrito. Les dejaremos copia del material que hemos presentado al Banco 
de Previsión Social, en donde se demuestra la justicia de nuestro reclamo. Ahora bien; ¿por qué accedemos concretamente otra 
vez a la audiencia? Porque hasta el presente no hemos tenido signos favorables de que ese criterio fuera aceptado. Es más; 
hablamos con los jerarcas de la Administración y nos dijeron: "Nosotros hacemos lo que dice la ley y lo que hemos realizado en 
otras instancias", pero les hicimos ver que no es así. 


Como decía, hay varias pruebas -al respecto, podrán hablar quienes me acompañan- que hemos presentado. Concretamente, 
vamos a solicitar a esta Comisión que vea las formas de atender esta situación porque, a nuestro juicio, el Banco de Previsión 
Social desconoce nuevamente la aplicación del espíritu y la justa reparación establecidas por la ley. Pensamos que si no se busca 
una solución, vamos a continuar reclamando nuestros derechos, como lo estamos haciendo desde 1992; no corresponde ni 
debemos dejar de hacerlo. Para ello necesitamos que también se defienda, por parte de quienes tienen competencia, la aplicación 
de la ley. Si es necesario y si el Banco de Previsión Social dice “como nos lo ha estado señalando- que la Ley de Destituidos, N* 
17.620, sólo habla del artículo 18, debe hacérsele entender que éste no puede estar en contradicción con el artículo 16. Si resulta 
preciso, en caso de que el Banco de Previsión Social señale que solamente debe aplicarse literalmente el artículo 18, que se 
elabore un proyecto de ley interpretativo que obligue a esa Institución a cumplir correctamente lo que establece la norma. ¿Cuál es 
el único criterio igualador que tuvo el Legislador? Corresponde aclarar en el artículo 16 —primer artículo del Capítulo IV del régimen 
jubilatorio de la ley- que debe computarse el período no trabajado como trabajado. Reitero que, si es necesario, el Parlamento 
debería disponer al respecto para que el Banco de Previsión Social se atenga a lo que establece la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me quedó claro lo señalado por el señor Berro en cuanto a que hubo reformas de cédulas por la ley N? 
17.620. 


SEÑOR BERRO.- Algunas reformas se han operado, pero la aplicación va muy lenta por el retraso que tuvo lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted refiere a que eso se produjo aplicando la ley que fuera vetada y de la cual luego se levantó el 
veto? 


SEÑOR BERRO.- Sí, señor Presidente, pero con las dos alternativas que mencioné anteriormente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se hizo en aplicación del artículo 16 de la Ley de Destituidos? 


SEÑOR BERRO.- Me explico: las primeras decenas de casos de reformas que salieron en su momento —por lo menos los de 
Primaria, porque se trataba de maestros en su totalidad- se hicieron de acuerdo con lo que indica la ley, es decir, aplicándose el 


procedimiento establecido por el artículo 18, pero computándose el período no trabajado como trabajado. Reitero que eso se aplicó 
en una decena de casos. Incluso puedo poner como ejemplo hasta mi caso, pues estuve entre ellos. ¿Qué prueba tengo? 


Es exactamente la misma cantidad. Lo que no quiere entender el Banco de Previsión Social aunque quería que otros compañeros 
se explayaran sobre el tema- es que nosotros en el escalafón docente —en otros sectores de la Administración Pública no es así- 
estamos en el mismo cargo, por ejemplo, maestro de clase y no tenemos por qué acceder a un cargo jerárquico de Director, 
Subdirector o Inspector u otras categorías. Entonces, podemos mantenernos durante toda nuestra carrera en el mismo cargo como 
maestro de clase, pero vamos accediendo por antigúedad docente. Es decir que de primer grado, de cero a cuatro años de trabajo, 
de segundo grado, de cuatro a ocho años, o sea que cada cuatro años significa un grado hasta llegar al último de séptimo grado 
que era el máximo grado del escalafón docente. Así operaban nuestros ascensos pero con este nuevo procedimiento -inventado no 
sabemos al amparo de qué porque ninguna ley lo dispone- se está desconociendo la antigúedad docente derivada por el trabajo 
efectuado. En mi caso, vuelvo a mi cargo como maestro en el quinto grado. Había sido destituido en el tercer grado con 
prácticamente 10 años. Me reintegro 10 años después lo que significa que tenía 20 años, es decir, dos grados más. Lo cual en el 
escalafón docente significa una diferencia en el sueldo. Pues bien; el Banco de Previsión Social liquida aplicando la ley de acuerdo 
con el grado que me correspondía, o sea, computando el período no trabajado, lo cual se revela en el pasaje de grado: de tercer 
grado a quinto grado. 


Desde la semana pasada el Banco de Previsión Social ante nuestro reclamo empezó a revisar a los que estaban bien liquidados 
para rebajarles. ¿Por qué? Porque empezaron a aparecer desde el mes pasado todas las jubilaciones rebajadas con ese criterio 
que desconoce el grado correspondiente, es decir, la antigúedad docente. Por lo tanto, ya se hicieron las primeras reformas con la 
asignación bien calculada, de acuerdo con el articulado de la ley de destituidos; en adelante, por ese procedimiento administrativo 
dispuesto por el Banco de Previsión Social se va a calcular sólo teniéndose en cuenta el sueldo al momento de la destitución. 


SEÑOR CARVALHO.- Quisiera hacer un comentario porque tuve la oportunidad de recibir a nuestros invitados en otra oportunidad 
donde tuvieron la amabilidad de ofrecerme una explicación. En esa oportunidad me pude formar una idea muy clara de que están 
siendo objetos de un trato ilegal y diría, inclusive, arbitrario, por vía de una decisión tomada, ni siquiera por el Directorio del Banco 
de Previsión Social sino, aparentemente, en el ámbito administrativo; supongo que a través de la Gerencia. Lo que me preocupa es 
que realmente no estemos en condiciones, desde el punto de vista del Período parlamentario, de las semanas de trabajo que le 
restan al Parlamento, para sancionar una ley interpretativa. Además, si tuviéramos esa oportunidad, francamente les debo decir 
que abrigo serias dudas de que estando administrado el Banco de Previsión Social por las mismas personas, aceptaran el criterio 
fijado por el Legislador. Más bien me inclino a pensar que buscarían otra argucia o pseudo argumento para desconocer la voluntad 
del Legislador y continuar con este comportamiento que es realmente injusto y que ustedes están sufriendo. 


De modo que pienso que tal vez lo único que esté en nuestras manos ahora sea realizar una minuta de comunicación al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social expresando la preocupación de la Comisión por esta situación de la que ha tenido noticia y 
pidiéndole que intervenga en la medida de sus posibilidades para que se reparen los hechos de los que ustedes están siendo 
víctimas. Pero para ser franco, iniciar ahora el trámite de una ley interpretativa para que luego la administración del Banco de 
Previsión Social la desconozca, no sé si sería la solución correcta. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quisiera hacer la siguiente pregunta. ¿Los servicios técnicos y la asesoría letrada del Banco de 
Previsión Social respaldan esta interpretación a que hace alusión en su exposición el señor Berro? 


SEÑOR BERRO.- Hemos tomado contacto informalmente —ya que no tienen por qué atender público- con alguno de los Directores 
de la institución. Concretamente un jerarca de la Administración que al principio no entendía nuestro planteo nos dijo que había sido 
él quien había enviado el comunicado a Primaria. En ese momento escuchó nuestra argumentación, presentamos las pruebas que 
teníamos y, finalmente, nos preguntó si era eso lo que estábamos solicitando? Como es obvio, no se daban cuenta de las 
consecuencias que iba a traer todo eso. A esto le respondimos que se estaba creando una tercera categoría de destituidos porque, 
en primer lugar, están los que optaron por jubilarse en el año 1986 cuando salió la Ley relativa a los destituidos; en segundo 
término, los que seguimos trabajando con la expectativa de una reparación que no llegó y que el Parlamento zanjó mediante la 
promulgación de una nueva ley reparatoria, y ahora se nos dice que pasamos a ser como los que siguieron trabajando y que 
tuvieron determinadas oportunidades. Nosotros queremos que se calcule la jubilación como lo estipula la Ley de destituidos y ellos 
nos dicen que no es así. Por esta razón, consideramos que están haciendo una tercera categoría de docentes destituidos: por 
haber seguido trabajando y haber accedido a una reparación. En esa instancia el jerarca simplemente atendió nuestros planteos y 
se decidió que íbamos a presentar formalmente nuestro petitorio. En realidad, ya lo habíamos hecho pero, insisto, tuvimos que 
presentar un planteo formal a cada Director. El año pasado ya se había aceptado dicho planteo y ahora se nos hizo perder dos 
meses más porque no se dio trámite a los escritos que presentamos a cada Director. Quiero resaltar que recién después de haber 
hablado con el jerarca que mencioné anteriormente quedó formalizado el trámite. Reitero que esta es otra demora más que, 
obviamente, nos afecta. Por todas estas razones, todavía no tenemos una respuesta de la Asesoría Letrada. El año pasado 
presentamos nuestro reclamo con respecto a la resolución del Banco de Previsión Social que excluía a las personas que se habían 
jubilado en la época de la dictadura. Quiero informar que tuvimos que esperar todos estos meses porque se informó por Jurídica al 
Directorio, éste consideró que no era suficiente ese informe y lo pasó a la Sala de Abogados, la que nos dio la razón. Entonces el 
Directorio, por unanimidad, excluyó la cláusula que habíamos impugnado. 


Hemos hablado con diversos Directores —algunos nos han recibido- y, simplemente, nos dicen que se van a asesorar. También 
hablamos ocasionalmente con algún jerarca administrativo pero no tenemos ninguna información proveniente de la Asesoría 
Letrada. En este momento sabemos que nuestro planteamiento está en la División Jurídica. Entonces, de dicha División, tiene que 
volver al Directorio y si éste no toma una resolución podemos estar abocados a una nueva instancia en la Sala de Abogados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, no se expidió sobre el asunto. 


SEÑOR GÁNDARO.- Quería contar la paradoja que se da al no agregar los años de destitución. Supongamos que se trata de un 
docente destituido en el año 1973 y otro en el año 1984. Al no agregarse los años de destitución, que son la base del primer 
cálculo, el que estuvo más tiempo destituido y que fue el más perjudicado, es el que menos cobra porque se le saca toda esa 
antigúedad que a veces son muchos años. 


Hay algunos destituidos de 1984 y otros de 1972, lo que muestra que existe una diferencia enorme. Entonces, ese procedimiento 
totalmente paradójico es sumamente perjudicial. 


También deseaba expresar que la argumentación que hemos recibido es contradictoria. No se aplica, como decía el señor Berro, el 
artículo 16, que dice que a todos los destituidos se les agregará como trabajado el período de la destitución, pero sí se ha hecho 
cumplir para algunos compañeros el artículo 17, que dice que hay que tener por lo menos diez años para ser beneficiario de esa 
ley. Es decir que se cumplen algunas disposiciones y otras no. 


SEÑORA MUIÑOZ..- En primer lugar, deseamos agradecer a la Comisión por recibirnos en la tarde de hoy. 


En segundo término, queremos completar el razonamiento de nuestros compañeros. Hemos mantenido varias entrevistas 
informales con Directores del Banco de Previsión Social y ellos, en algún caso, públicamente, nos han reconocido que esta forma 
de aplicar la ley es injusta, pero piensan que nos deberíamos conformar. Esto crea una situación muy delicada, porque se está 
incumpliendo una ley y la voluntad del Legislador pero, además, todas estas diferencias de aplicación están generando una 
discriminación para con algunos compañeros que durante más años fueron perjudicados por la destitución. 


Así, en lo posible, queremos que algunos Directores del Banco de Previsión Social reflexionen y reencuentren un camino de justicia 
en la ley con la aplicación lisa y llana de los artículos 16 al 18. No deseamos que se elija aplicar algunos artículos y otros no. En 
una palabra, pedimos que la ley se cumpla totalmente. 


SEÑOR BERRO.- Vamos a dejar para consideración de la Comisión una copia del reclamo que hemos presentado ante el Banco 
de Previsión Social impugnando ese procedimiento administrativo. Asimismo, les vamos a entregar el análisis jurídico del doctor 
Daniel Parrilla, que acompaña ese reclamo, y la prueba en números —que no es tenida en cuenta por el Banco de Previsión Social- 
que muestra que nuestros ascensos en el mismo cargo se hacen por antigúedad ausente, que es lo que nos quieren desconocer. 
También les vamos a dejar las planillas de sueldos del año 1985, donde se muestra que a cada grado le pertenecen los ascensos 
correspondientes. Estamos a las órdenes para enviarles cualquier otro material que los miembros de la Comisión nos deseen 
solicitar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión, agradecemos la visita de los representantes de los docentes destituidos de 
ANEP y les señalamos que luego vamos a seguir debatiendo acerca de qué curso o acción debemos seguir en este tema. 


(Se retiran de Sala los representantes de los docentes destituidos de la ANEP) 
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